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RECURSO DE INCONFORMIDAD 1380/2016 PREVISTO EN LAS FRACCIONES I A III DEL ARTÍCULO 201 DE LA LEY DE AMPARO DERIVADO DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO ********** (auxiliar **********)
quejosa y RECURRENTE: escuela latinoamericana de educación en salud Integrativa, sociedad civil 
PONENTE: ministro eduardo medina mora i. 

SECRETARIO: alberto rodríguez garcía 

Vo. Bo.

Ministro: 

Ciudad de México. Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente a la sesión del día veinticinco de enero de dos mil diecisiete.

VISTOS para resolver el recurso de inconformidad 1380/2016, y; 
R E S U L T A N D O

Cotejó: 

PRIMERO. Por escrito presentado el nueve de septiembre de dos mil quince, en la Oficialía de Partes de las Salas Regionales Metropolitanas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, Escuela Latinoamericana de Educación en Salud Integrativa, sociedad civil, por conducto de su representante legal Francisco Javier Aedo Santos, promovió juicio de amparo directo contra la sentencia de siete de julio de dos mil quince y aclaración de sentencia de catorce de agosto de dos mil quince, dictadas por la Sexta Sala Regional Metropolitana del citado tribunal, en el juicio de nulidad ********** (antes **********).
SEGUNDO. Por razón de turno, correspondió conocer del asunto al Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, el cual por acuerdo de veinticuatro de septiembre de dos mil quince, ordenó registrar el expediente con el número **********, y admitió la demanda de garantías contra los actos consistentes en la sentencia definitiva de siete de julio de dos mil quince y aclaración de sentencia de catorce de agosto de dos mil quince.
Derivado del contenido del oficio STCCNO/1758/2015, de diecinueve de octubre de dos mil quince, signado por el secretario técnico de la Comisión de Creación de Nuevos Órganos del Consejo de la Judicatura Federal, mediante proveído de nueve de noviembre de dos mil quince, la Presidenta del Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, remitió los autos del expediente **********, al Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Decimoprimera Región, a efecto de dictar la resolución correspondiente.

En proveído de veintitrés de noviembre de dos mil quince, el presidente del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Decimoprimera Región, se avocó al conocimiento de la demanda de amparo y ordenó registrarla con el número **********.

Previos trámites de ley, en sesión de treinta y uno de marzo de dos mil dieciséis, el Pleno del referido Órgano Jurisdiccional dictó sentencia en la que concedió a la quejosa el amparo y protección de la Justicia Federal para los efectos siguientes:

“Consecuentemente, ante lo fundado del concepto de violación, en términos del artículo 77 de la Ley de Amparo, procede conceder a Escuela Latinoamericana de Educación en Salud Integrativa, sociedad civil, el amparo y protección de la Justicia Federal solicitados, para el efecto de que: --- a). La Sexta Sala Regional Metropolitana del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, deje insubsistente la sentencia reclamada de siete de julio de dos mil quince, así como la aclaración de la misma de catorce de agosto, emitidas en el expediente **********, y --- b). Emita una nueva, en la que reitere lo que no fue materia de concesión; y, --- c) Subsane la irregularidad destacada; esto es, analice si **********, acredita conforme a su documentación la aptitud para ser profesor de asignatura a nivel maestría, conforme a la fracción I, inciso b), numeral 3, del artículo 10 del Acuerdo 279 de diez de julio de dos mil, exponiendo de manera congruente y completa las razones y fundamentos legales que sustentan su resolución”.

TERCERO. En cumplimiento a la sentencia de amparo, mediante oficio número 17-6-3-31996/16, de trece de mayo de dos mil dieciséis, (foja 155 del expediente de amparo directo), la Sexta Sala Regional Metropolitana del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, informó que dejó insubsistente la sentencia reclamada de siete de julio de dos mil quince, así como su aclaración de la misma de catorce de agosto del referido año.
Por diverso oficio número 17-6-3-32065/16 de dieciséis de mayo de dos mil dieciséis, la Sexta Sala Regional Metropolitana del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, remitió copia certificada de la sentencia de esa misma fecha. 

Previo procedimiento respectivo, en resolución de veintidós de agosto de dos mil dieciséis, el Pleno del Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito declaró que el fallo constitucional había quedado cumplido en su totalidad, sin exceso ni defecto.

CUARTO. Por escrito presentado el trece de septiembre de dos mil dieciséis, ante la Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales Colegiados en Materia Administrativa del Primer Circuito, Escuela Latinoamericana de Educación en Salud Integrativa, sociedad civil, por conducto de su representante legal Francisco Javier Aedo Santos, interpuso recurso de inconformidad contra la resolución que declaró cumplido el fallo constitucional. 

Dicho medio de impugnación fue admitido por el Ministro Presidente de este Alto Tribunal en acuerdo de veintiséis de septiembre de dos mil dieciséis, ordenó formar el expediente 1380/2016; y dispuso que el asunto fuera turnado al Ministro Eduardo Medina Mora I.

QUINTO. Por auto de veintiocho de octubre de dos mil dieciséis, el Ministro Presidente de esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación dispuso que ésta se avocara a su conocimiento, y ordenó la devolución al Ministro Ponente, para su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer y resolver el presente recurso de inconformidad, en términos de los artículos 201, fracción I, y 203 de la Ley de Amparo; y 21, fracción XI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; en relación con los puntos Primero y Tercero del Acuerdo General 5/2013 del Pleno de este Alto Tribunal, toda vez que se promueve contra una resolución que declaró cumplida la sentencia dictada en un juicio de amparo directo.

SEGUNDO. El recurso de inconformidad se presentó dentro del plazo de quince días que establece el artículo 202, primer párrafo, de la Ley de Amparo.

En efecto, el auto impugnado se notificó a la quejosa, por conducto de su autorizado, aquí recurrente, el miércoles veinticuatro de agosto de dos mil dieciséis, (foja 212 del cuaderno de amparo directo); actuación que en términos del artículo 31, fracción II, del ordenamiento legal citado, surtió efectos el día hábil siguiente, es decir, el jueves veinticinco de ese mes y año.

De ahí que el plazo para interponer el presente medio de impugnación transcurrió del viernes veintiséis de agosto al martes veinte de septiembre de dos mil dieciséis, sin contar los días veintisiete y veintiocho de agosto, así como tres, cuatro, diez, once, dieciséis, diecisiete y dieciocho de septiembre todos de dos mil dieciséis, por ser inhábiles en términos de los artículos 19 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.
Asimismo, también deben descontarse el miércoles catorce y jueves quince de septiembre de dos mil dieciséis, por Acuerdo del Consejo de la Judicatura Federal en sesión ordinaria celebrada el diecisiete de agosto de dos mil dieciséis, en el que determinó declarar como días no laborables el miércoles catorce y jueves quince de septiembre de dos mil dieciséis.
En esas condiciones, si el escrito de expresión de agravios se presentó el trece de septiembre de dos mil dieciséis (foja 33 del presente expediente), ante la Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales Colegiados en Materia Administrativa del Primer Circuito, según se advierte del sello respectivo, es inconcuso que dicho recurso de inconformidad se hizo valer en forma oportuna.
TERCERO. El medio de impugnación se interpuso por persona legitimada, a saber, Escuela Latinoamericana de Educación en Salud Integrativa, sociedad civil, parte quejosa en el juicio de amparo directo de origen, en términos del artículo 5º, fracción I, de la Ley de Amparo; y además se interpone contra el auto recurrido en que se declaró cumplida la sentencia de amparo, por tanto, tiene interés en impugnar esa determinación.

El recurso fue promovido por Francisco Javier Aedo Santos, quien está legitimado para interponer el presente recurso, al ser apoderado de la parte quejosa, personalidad que le fue reconocida mediante proveído de veinticuatro de septiembre de dos mil quince (foja 31 del cuaderno de amparo).

CUARTO. En el recurso de inconformidad, la quejosa hace valer los agravios siguientes:

“PRIMER AGRAVIO. El Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Decimoprimera Región, en su resolución de fecha treinta y uno de marzo de dos mil dieciséis dictada en el amparo auxiliar ********** (amparo directo **********), en su considerando noveno inciso c) considero lo siguiente: --- c) Subsane la irregularidad destacada; esto es, analice si **********, acredita conforme a la fracción I, inciso b), numeral 3 del artículo 10 del Acuerdo 279 de diez de julio de dos mil, exponiendo de manera congruente y completa las razones y fundamentos legales que sustentan su resolución. --- Siendo la siguiente documentación cédula que lo acredita como Médico Cirujano, cédula en la especialidad de Homeopatía, Diplomado en Especialización en Terapéutica Homeopática, Constancia de Participación Académica en Docencia en la Escuela Nacional de Medicina y Homeopatía del Nacional expedidas por el Instituto Politécnico Nacional que acreditan diez años de docencia en dicho Instituto. Carta de Pasante de Maestría en Neurociencia Cognitiva y de la Conducta Humana expedida por el Instituto de Estudios Superior en Neurociencias, Psicoanálisis y salud mental. --- A estas documentales no les dio el valor probatorio que en derecho corresponde al omitir entrar al estudio del artículo 50, primer párrafo, parte in fine, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo en relación con el artículo 88 en concordancia con los artículos 79, 85, 93 fracción (sic) II, VII, VII (sic) y 94 todos éstos del Código Federal de Procedimientos Civiles que dicen: --- (Se transcriben). --- Siendo procedente transcribir la siguiente jurisprudencia. --- ‘HECHO NOTORIO. LO CONSTITUYEN LOS DATOS QUE APARECEN EN LAS PÁGINAS ELECTRÓNICAS OFICIALES QUE LOS ÓRGANOS DE GOBIERNO UTILIZAN PARA PONER A DISPOSICIÓN DEL PÚBLICO, ENTRE OTROS SERVICIOS, LA DESCRIPCIÓN DE SUS PLAZAS, EL DIRECTORIO DE SUS EMPLEADOS O EL ESTADO QUE GUARDAN SUS EXPEDIENTES Y, POR ELLO, ES VÁLIDO QUE SE INVOQUEN DE OFICIO PARA RESOLVER UN ASUNTO EN PARTICULAR’. (Se transcribe). --- De la interpretación de los artículos antes mencionados de la jurisprudencia mismos que se transcribieron en párrafos anteriores. Se entiende que era obligación de la Sexta Sala Regional Metropolitana entra el estudiar y cumplimiento de los artículos antes mencionados y al no hacerlo dejan en estado de indefensión a la hoy quejosa (Escuela Latinoamericana de Educación en Salud Integrativa, S.C.), al llevar a cabo una errónea interpretación del artículo 217 del Código Federal de Procedimientos civiles, al dejar asentado a foja 41 en su apartado 72 lo siguiente: --- (Se transcribe). --- Por su parte el artículo 217 del Código Federal de Procedimientos Civiles el cual paso a transcribir dice: --- (Se transcribe). --- De la lectura de estas transcripciones se confirma la falta de legalidad en que incurrió la Sexta Sala Regional Metropolitana al omitir entrar al estudio y aplicación de los artículos 50, primer párrafo, parte in fine, en relación con el artículo 88 en concordancia con los artículos 79, 85, 93, fracción II, VII, VIII y 94 todos éstos del Código Federal de Procedimientos Civiles, llevar a cabo por demás en forma dolosa una mala interpretación al artículo 217 del Código Federal de Procedimientos Civiles considerar que las documentales no tienen valor probatorio por ser copias simples y no reconocer que se tratan de documentos públicos por haber sido expedidos por Instituciones creados por el Poder Ejecutivo siendo la siguiente documentación cédula profesional que lo acredita como Médico Cirujano, Cédula en la Especialidad de Homeopatía, Diplomado en Especialización en Terapéutica Homeopática, Constancias de Participación Académica en Docencia en la Escuela Nacional de Medicina y Homeopatía del Nacional expedidas por el Instituto Politécnico Nacional que acreditan diez años de docencia en dicho Instituto. Carta de pasante de Maestría en Neurociencia Cognitiva y de la Conducta Humana expedida por el Instituto de Estudios Superior en Neurociencias, Psicoanálisis y salud mental y que forman parte del expediente ********** y este es parte de la de la (sic) presente litis. --- La sentencia de fecha dieciséis de mayo de dos mil dieciséis, dictada por la Sexta Sala Regional Metropolitana en el expediente ********** NO da cabal cumplimiento a la ejecutoria pronunciada por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Decimoprimera Región en su resolución de fecha treinta y uno de marzo de dos mil dieciséis dictada en el amparo auxiliar ********** (amparo directo ********** Octavo Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa del Primer Circuito). --- Por lo que es procedente la siguiente jurisprudencia. --- ‘COPIAS SIMPLES DE DOCUMENTOS PÚBLICOS. TIENEN VALOR INDICIARIO SUFICIENTE PARA ACREDITAR EL INTERÉS SUSPENSIONAL’. (Se transcribe). --- La Corte Interinstitucional ha dictado la siguiente sentencia misma que se transcribe: --- (Se reproduce). --- De lo antes mencionado debemos entender que la Sexta Sala Regional Metropolitana al no ejercer sus facultades oficiosas a efectos de verificar la autenticidad de los documentos públicos siendo éstos cédula que lo acredita como Médico Cirujano, Cédula en la Especialidad de Homeopatía, Diplomado en Especialización en Terapéutica Homeopática, Constancia de Participación Académica en Docencia en la Escuela Nacional de Medicina y Homeopatía del Nacional expedidas por el Instituto Politécnico Nacional que acreditan diez años de docencia en dicho Instituto. Carta de pasante de Maestría en Neurociencia Cognitiva y de la Conducta Humana expedida por el Instituto de Estudios Superior en Neurociencias, Psicoanálisis y salud mental.
 --- Mismos que pudo comprobar su autenticidad en la 
línea del Registro Nacional de Profesionistas de la Secretaría de Educación Pública, en la dirección electrónica http:/www.cedulaprofesional.sep.gob.mx/cedula/indexavanzada.action --- Dejando en estado de indefensión a la hoy quejosa Escuela Latinoamericana de Educación en Salud Integrativa, S.C., porque la Sexta Sala Regional Metropolitana debido (sic) ejercer sus facultades oficiosas y debió verificar la autenticidad de los documentos públicos, lo cual no llevó a cabo tal y como queda demostrado a foja 39 apartado 70, foja 40, apartado 71, foja 41 apartados 72 y 73, de su sentencia de fecha dieciséis de mayo de dos mil dieciséis. --- SEGUNDO AGRAVIO. --- Es ilegal la sentencia de fecha dieciséis de mayo de dos mil dieciséis, dictada por la Sexta Sala Regional Metropolitana en el expedientes **********. --- Al comprobarse que ha incurrido en las siguientes causales previstas en el artículo 51, fracción (sic) II, III y IV de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, mismos que paso a transcribir: --- (Se reproduce). --- La Sexta Sala Regional Metropolitana incurrió en estas causales al no ejercer sus facultades oficiosas,  como lo establece el artículo 50, primer párrafo, in fine de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo en relación con el artículo 88 en concordancia con los artículos 79, 85, 93, fracción (sic) II, VII y VIII todos éstos del Código Federal de Procedimientos Civiles al no llevar a cabo verificación de autenticidad y en consecuencia no darles el valor probatorio que en derecho corresponde por ser documentos públicos siendo éstos cédula que lo acredita como Médico Cirujano, Cédula en la Especialidad de Homeopatía, Diplomado en Especialización en Terapéutica Homeopática, constancias de participación académica en docencia en dicho Instituto. Carta de pasante de Maestría en Neurociencia Cognitiva y de la Conducta Humana expedida por el Instituto de Estudios Superior en Neurociencias, Psicoanálisis y salud mental. --- Mismos que 
pudo comprobar su autenticidad en la línea del 
Registro Nacional de Profesionistas de la Secretaría de
 Educación Pública, en la dirección electrónica http:/www.cedulaprofesional.sep.gob.mx/cedula/indexavanzada.action --- En consecuencia, la sentencia de fecha dieciséis de mayo de dos mil dieciséis dictada por la Sexta Sala Regional Metropolitana en el expediente ********** es ilegal al no estar fundada ni motivada por no haberse dictado respetando el principio de legalidad e imparcialidad. --- FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. --- De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuad y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas. --- ‘FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. VIOLACIÓN FORMA Y MATERIAL’. (Se transcribe). --- ‘ACTO ADMINISTRATIVO CARENTE DE MOTIVACIÓN O FUNDAMENTACIÓN. AMPARO TOTAL Y NO PARA EFECTOS’. (Se transcribe). (…)”. 
De la transcripción anterior, se advierte que la parte recurrente hizo valer los siguientes motivos de disenso:

a) Que el Tribunal Colegiado del conocimiento ordenó que se subsanara la irregularidad destacada, esto es, analizara si **********, acredita conforme a su documentación la aptitud para ser profesor de asignatura a nivel maestría. 
Que la documentación que lo acredita como Médico Cirujano, Cédula en la Especialidad de Homeopatía, Diplomado en Especialización en Terapéutica Homeopática, Constancias de Participación Académico en Docencia en la Escuela Nacional de Medicina y Homeopatía del Nacional expedidas por el Instituto Politécnico Nacional acreditan diez años de docencia en dicho Instituto. Carta de pasante de Maestría en Neurociencia Cognitiva y de la Conducta Humana expedida por el Instituto de Estudios Superiores en Neurociencias, Psicoanálisis y Salud Mental. Que la Sala responsable no les dio valor probatorio que en derecho corresponde.

Que de los artículos 50, primer párrafo, parte in fine, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo en relación con los artículos 88, 79, 85, 93, fracciones II, VII y VIII, y 94 del Código Federal de Procedimientos Civiles; y la jurisprudencia de rubro: “HECHO NOTORIO. LO CONSTITUYEN LOS DATOS QUE APARECEN EN LAS PÁGINAS ELECTRÓNICAS OFICIALES QUE LOS ÓRGANOS DE GOBIERNO UTILIZAN PARA PONER A DISPOSICIÓN DEL PÚBLICO, ENTRE OTROS SERVICIOS, LA DESCRIPCIÓN DE SUS PLAZAS, EL DIRECTORIO DE SUS EMPLEADOS O EL ESTADO QUE GUARDAN SUS EXPEDIENTES Y, POR ELLO, ES VÁLIDO QUE SE INVOQUEN DE OFICIO PARA RESOLVER UN ASUNTO EN PARTICULAR”, se advierte que era obligación de la Sala responsable al entrar al estudio y cumplimiento de los artículos mencionados y al no hacerlo deja en estado de indefensión a la parte recurrente.
b) Que es ilegal la sentencia de dieciséis de mayo de dos mil dieciséis, dictada por la Sexta Sala Regional Metropolitana en el expediente **********. 
La Sexta Sala Regional Metropolitana incurrió en causales previstas en el artículo 51, fracciones II, III y IV de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. Y como lo establece el artículo 50, primer párrafo, in fine de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo en relación con el artículo 88 en concordancia con los artículos 79, 85, 93, fracciones II, VII y VIII todos del Código Federal de Procedimientos Civiles, al no llevar a cabo verificación de autenticidad y en consecuencia no darles el valor probatorio que en derecho corresponde por ser documentos públicos. 
Que la sentencia de dieciséis de mayo de dos mil dieciséis, dictada por la Sala responsable es ilegal, ya que no está fundada ni motivada.
QUINTO. Como cuestión previa, se precisa que conforme a los artículos 192, 196, 201, fracción I, y 213 de la Ley de Amparo en vigor, la materia del recurso de inconformidad que se hace valer en contra de la resolución que declara cumplida la sentencia de amparo, consiste en examinar si la ejecutoria se ha cumplido en su totalidad, sin excesos ni defectos, supliendo, en su caso, la deficiencia de la vía y/o de los argumentos hechos valer por la parte recurrente.

En estas condiciones, procede examinar oficiosamente la legalidad de la resolución recurrida, pues si se encuentra ajustada a derecho no habría deficiencia alguna que suplir a favor de la parte recurrente; en cambio, advertida alguna ilegalidad en ella, se procederá a revisar si existió o no argumento coincidente con la irregularidad detectada por este Alto Tribunal, a fin de declararlo fundado y suficiente para revocar dicha resolución, o bien suplir su deficiencia, e incluso, la falta absoluta de razonamientos concordantes.

Cabe destacar que de la sentencia de treinta y uno de marzo de dos mil dieciséis, dictada por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Decimoprimera Región, en auxilio del Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, en el juicio de amparo directo auxiliar ********** (origen **********), se aprecia que se concedió el amparo y protección de la Justicia Federal a la quejosa, Escuela Latinoamericana de Educación en Salud Integrativa, sociedad civil, al considerar en la parte conducente que:

“OCTAVO. ESTUDIO DE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. --- En efecto, los conceptos de violación vertidos por la escuela impetrante, resultan inoperantes en parte, infundados en otra y finalmente fundados, atento a las siguientes consideraciones. --- Esencialmente esgrime la impetrante de garantías en su primero, segundo y sexto concepto de violación que la sala responsable por una parte omitió el estudio y por otra llevó a cabo una mala interpretación de los artículos 5, párrafo segundo, 21, fracción II y 22 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, así como los numerales 12, 14, 18 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal en relación con el diverso arábigo 13, fracción II, II bis del Reglamento Interior de la Secretaría de Educación Pública publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 21 de enero de 2005, ya que éstos preceptos no facultan a la autoridad tercero interesada para comparecer y dar contestación a la demanda de nulidad. --- De igual modo, refiere que la sala responsable debió exigir conforme al artículo 13, fracción II bis, del Reglamento Interior de la Secretaría de Educación Pública, a la autoridad demandada el oficio que lo facultaba para comparecer al juicio a contestar la demanda y ofrecer pruebas que conforme al artículo 13, fracción II bis, del Reglamento Interior de la Secretaría de Educación Pública. --- Los resumidos argumentos resultan inoperantes, en la medida en que la contradicción de tesis 18/94 de donde derivó la jurisprudencia 2a./J. 52/95, que aplicó acertadamente la Sala fiscal al resolver el recurso de reclamación, da respuesta en forma integral al tema de fondo planteado en los conceptos previamente sintetizados y, por tanto, la aquí quejosa debe estarse a dicha jurisprudencia. --- En efecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la contradicción de tesis 18/94 entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto y Segundo, en Materia Administrativa del Primer Circuito, realizó la interpretación de los artículos 198, 200, 209, 210, 212, 213, 215 y 216 del Código Fiscal de la Federación, que regulan el contencioso administrativo, en especial la contestación a la demanda de anulación de una resolución negativa ficta o la ampliación de la misma, sostuvo literalmente lo siguiente: --- ‘…la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima que debe prevalecer el criterio que se sustenta en esta resolución y no el que en forma individual sostiene cada uno de los órganos colegiados, pues a diferencia de lo que éstos consideran, la contestación a la demanda de anulación de una resolución negativa ficta o a la ampliación de aquélla, puede ser producida por la propia autoridad demandada, por la unidad administrativa encargada de su defensa jurídica o por ambas. --- Para demostrar ese aserto procede señalar que el análisis del contencioso administrativo establecido en el Código Fiscal de la Federación, tiene como una de las características relevantes evitar el estado de indefensión para las autoridades demandadas, en función de los intereses que representan y no desde un punto de vista particular, de tal manera que tengan intervención en todos aquellos asuntos de la competencia del Tribunal Fiscal de la Federación, que afecten su esfera de atribuciones; y en especial de aquellos vinculados con el erario federal. --- Lo anterior se deduce del contenido de diversos preceptos del ordenamiento señalado como los que a continuación se transcriben. --- ‘Artículo 198’. (Se reproduce). --- Como puede advertirse de ese precepto, en el juicio de anulación tiene el carácter de demandada la autoridad que dictó la resolución impugnada y, desde luego, por identidad de razón, tratándose de una resolución negativa ficta, aquélla cuya inactividad dio origen a la consecuencia legal. Pero también se considera como parte en el juicio, con la suma de derechos, cargas y obligaciones procesales que ello implica, al titular de la dependencia o entidad, esto es, al superior jerárquico de la autoridad demandada. --- La norma transcrita se complementa armónicamente con lo dispuesto por el artículo 200 del propio ordenamiento, el que señala en su tercer párrafo: --- (Se transcribe).        --- Con la citada disposición, el legislador pretendió asegurar una adecuada intervención jurídica en protección de los intereses que representan las autoridades, pero no excluir la participación de las directamente demandadas, de forma tal que sólo tuviera intervención en el juicio la unidad administrativa encargada de su defensa jurídica. Muestra de lo anterior lo constituyen los artículos 209 y 210 del código citado, en los que se obliga al actor a acompañar copia de la demanda o de su ampliación, para cada una de las partes e incluso también copia de los anexos para el titular de la dependencia o entidad, de donde se advierte que no se obliga al particular a acompañar copia del documento a la unidad administrativa encargada de la defensa jurídica de la autoridad demandada. --- Los mencionados artículos disponen: --- ‘Artículo 209’. (Se transcribe). ---

‘Artículo 210’. (Se transcribe). --- Por otra parte, también destaca que el numeral 212 del Código Fiscal de la Federación ordena que el emplazamiento se haga al demandado para el efecto de que produzca su contestación, sin establecer limitación, en el caso de las autoridades, en el sentido de que sólo la encargada de su defensa jurídica puede producir aquélla. Lo mismo sucede en el artículo 213 del mencionado código pues al señalar los elementos que debe contener la contestación sólo se alude al demandado. --- Los numerales en cuestión expresan: --- ‘Artículo 212’. (Se transcribe). --- ‘Artículo 213’. (Se transcribe). --- ‘Artículo 215’. (Se transcribe). --- ‘Artículo 216’. (Se transcribe). --- Lo que revela en forma indubitable que no se excluyó la posibilidad de que la propia autoridad demandada formulara la contestación. --- Por lo contrario, la intención evidente del legislador de limitar la participación de la autoridad directamente demandada, que se explica en función de la búsqueda de una adecuada defensa jurídica de la autoridad, se revela tratándose ya no de la contestación a la demanda o a su ampliación, sino de la impugnación de las resoluciones que se dicten en los juicios seguidos ante el Tribunal Fiscal de la Federación, pues se limita en favor de las encargadas de la defensa jurídica de la autoridad tanto la notificación de las resoluciones como la facultad de interponer el recurso de revisión. Así los artículos 254 y 248, primer párrafo, del ordenamiento referido señalan: --- ‘Artículo 254’. (Se transcribe). --- ‘Artículo 248’. (Se transcribe). --- Como se puede apreciar, en esos casos concretos el legislador sí limitó la participación de la autoridad directamente demandada, prefiriendo la intervención de las autoridades que tienen a su cargo la defensa jurídica de las autoridades. Más, como se ha dicho, para el efecto de la contestación a la demanda o a su ampliación, el legislador no descartó la intervención de la autoridad que con su inactividad actualizó el supuesto de la negativa ficta. --- Por esas razones, debe concluirse, como se estableció al inicio de este considerando, que la contestación a la demanda de anulación o a su ampliación, tratándose de la impugnación de una negativa ficta, puede producirse bien sea por la autoridad directamente demandada, por quien la representa en el juicio de anulación o por ambas. --- […]’. --- De la citada contradicción de tesis derivó la jurisprudencia 2a./J. 52/95, visible en la página 302, tomo II, septiembre de 1995, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, cuyo rubro y texto dicen: --- ‘NEGATIVA FICTA. LA CONTESTACIÓN A LA DEMANDA DE ANULACIÓN, O A SU AMPLIACIÓN, PUEDE FORMULARSE POR LA AUTORIDAD OMISA, POR LA ENCARGADA DE SU DEFENSA JURÍDICA O POR AMBAS’. (Se transcribe). --- Como se ve, en la citada contradicción de tesis la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que de la interpretación de los artículos 198, 200, 209, 210, 212, 213, 215 y 216, del Código Fiscal de la Federación, la contestación a la demanda de anulación o a su ampliación, tratándose de la impugnación de una negativa ficta, puede producirse bien sea por la autoridad directamente demandada, por quien la representa en el juicio de anulación o por ambas. --- Luego, si en los conceptos de violación primero, segundo y sexto la quejosa los hace depender del hecho que la sala responsable por una parte omitió el estudio y por otra llevó a cabo una mala interpretación de los artículos 5, párrafo segundo, 21, fracción II, y 22 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, así como los numerales 12, 14, 18 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal en relación con el diverso arábigo 13, fracción II, II bis, del Reglamento Interior de la Secretaría de Educación Pública publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 21 de enero de 2005, ya que la autoridad que acudió a contestar la demanda (Dirección General de Educación Superior Universitaria de la Subsecretaría de Educación Superior de la Secretaría de Educación Pública), no estaba facultada para realizar dicha contestación; es de concluirse que tales argumentos deben declararse inoperantes, ya que como se dijo inicialmente, la citada contradicción de tesis da cabal respuesta en forma integral al tema de fondo planteado por la parte quejosa, en cuanto a que quien dio contestación a la demanda fue precisamente la autoridad demandada en el juicio de nulidad, por ende, el recurrente debe estarse a la interpretación que hizo la Segunda Sala del más Alto Tribunal del país en la ejecutoria de mérito. --- Sin que obste a lo anterior, el hecho que la quejosa haya invocado diversos artículos a los analizados en la jurisprudencia de mérito, pues lo cierto es que el tema que dilucidó la Suprema Corte de Justicia de la Nación fue precisamente si la contestación a la demanda de anulación, la puede formular la autoridad responsable o necesariamente tiene que ser la encargada de su defensa jurídica la que de contestación a la demanda. --- Sirve de apoyo a lo anterior, por identidad de razón, la jurisprudencia 1a./J. 14/97 de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 21, Tomo V, Abril de 1997, Materia Común, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, con registro IUS 198920, que se lee: --- ‘AGRAVIOS INOPERANTES. INNECESARIO SU ANÁLISIS CUANDO EXISTE JURISPRUDENCIA’. (Se transcribe). --- Por otra parte, en el tercero y cuarto conceptos de violación refiere la quejosa que la sala realizó una interpretación errónea del artículo 15 del Acuerdo 243, de veintisiete de mayo de mil novecientos noventa y ocho, así como de los diversos numerales 5, 6, 7 y 8 del Acuerdo 279, de diez de julio de dos mil, ambos acuerdos expedidos por la Secretaría de Educación Pública, al haber afirmado que la autoridad demandada no estaba obligada a requerirlo por la falta de información o documentación y que era hasta la visita de inspección donde la autoridad verificaría la información. --- Los anteriores conceptos de violación son infundados. --- Ello es así, pues tal y como lo afirmó la sala responsable conforme al artículo 7 del Acuerdo 279 de diez de julio de dos mil, el requerimiento solo procede en caso que el solicitante hubiera omitido alguno de los datos relativos al formato 1 o los anexos 1, 2, 3, 4 y 5 (dentro de los cuales no se encuentra alguno relativo al personal docente), descritos en el diverso numeral 5 del referido acuerdo, por lo que al no faltar ninguno de los documentos antes mencionados la demandada no estuvo en aptitud de requerirle al actor los documentos relativos al personal docente; de ahí lo infundado del concepto de violación en estudio. --- NOVENO. Finalmente, refiere la impetrante que fue incorrecto que la sala hubiera dejado de entrar al estudio del artículo 10 fracción I, inciso b), del Acuerdo 279 de diez de julio de dos mil, ya que con la documentación que exhibió y que obra en el expediente 01-0088.2-14 se acreditó que el doctor **********, sí reunió los requisitos para impartir la maestría en homeopatía. --- Lo así expuesto es sustancialmente fundado. --- Para arribar a la anterior consideración, resulta necesario traer a colación el artículo 10 fracción I, inciso a) y b), numeral 3, del Acuerdo 279 de diez de julio de dos mil. --- ‘Artículo 10’. (Se transcribe). --- De la anterior transcripción, se obtiene que el artículo en comento contempla dos hipótesis distintas para poder ser profesor de asignatura (en el caso específico de maestría), la primera que el aspirante tenga título, diploma o grado correspondiente al nivel educativo en el que se desempeñará, mientras que la segunda de ellas, es satisfacer las condiciones de equivalencia de perfiles, demostrando que posee la preparación necesaria, obtenida ya sea mediante procesos autónomos de formación o a través de la experiencia docente, laboral y/o profesional, para lo cual se deberá acreditar que cuenta con título de licenciatura y experiencia docente o de ejercicio profesional mínima de cinco años o, en su caso, poseer diploma de especialidad y por lo menos tres años de experiencia docente o profesional. --- Ahora bien, en el caso particular la sala responsable sostuvo que conforme al artículo 10 fracción I, inciso a) del Acuerdo 279 de diez de julio de dos mil, fue correcto que la demandada hubiera señalado que el doctor **********, no acreditó cumplir con el requisito de ser profesionista de asignatura, al no poseer título del nivel en el que se desempeñaría (maestría), situación que hacia innecesario la citación del inciso b), numeral 3, pues dicho supuesto no se refería al requisito en comento. --- Lo anterior, pone de manifiesto la omisión en la que incurrió la sala responsable al inadvertir que el artículo 10 en su fracción I, del Acuerdo 279 de diez de julio de dos mil, contempla una hipótesis adicional distinta a la que analizó con la cual se puede acreditar la aptitud para ser profesor de asignatura a nivel maestría, la cual es la contenida en el inciso b), numeral 3, la cual refiere que para satisfacer las condiciones de equivalencia de perfiles, demostrando que posee la preparación necesaria, obtenida ya sea mediante procesos autónomos de formación o a través de la experiencia docente, laboral y/o profesional, para lo cual se deberá acreditar que cuenta con título de licenciatura y experiencia docente o de ejercicio profesional mínima de cinco años o, en su caso, poseer diploma de especialidad y por lo menos tres años de experiencia docente o profesional; de ahí que infringió las garantías de legalidad y seguridad jurídica de la aquí quejosa. --- Adicionalmente, se advierte que la sala responsable al momento de la emisión de la sentencia reclamada incumplió con los artículos 49, 50 y 52 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo; pues no expuso adecuadamente las razones legales o de equidad, a fin de cumplir con los requisitos de fundamentación y motivación. --- Consecuentemente, ante lo fundado del concepto de violación, en términos del artículo 77 de la Ley de Amparo, procede conceder a Escuela Latinoamericana de Educación en Salud Integrativa, Sociedad Civil, el amparo y protección de la Justicia Federal solicitados, para el efecto de que: --- a). La Sexta Sala Regional Metropolitana del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, deje insubsistente la sentencia reclamada de siete de julio de dos mil quince, así como la aclaración de la misma de catorce de agosto, emitidas en el expediente **********, y --- b). Emita una nueva, en la que reitere lo que no fue materia de concesión; y, --- c) Subsane la irregularidad destacada; esto es, analice si **********, acredita conforme a su documentación la aptitud para ser profesor de asignatura a nivel maestría, conforme a la fracción I, inciso b), numeral 3, del artículo 10 del Acuerdo 279 de diez de julio de dos mil, exponiendo de manera congruente y completa las razones y fundamentos legales que sustentan su resolución. --- Finalmente, por cuanto hace a los alegatos formulados por la propia quejosa, debe estarse a lo resuelto en la presente ejecutoria, pues los alegatos no forman parte de la litis en el juicio de amparo, por lo que no resulta una obligación para el juzgador entrar al estudio de los razonamientos expresados en ellos, a menos que se haga valer la actualización de alguna causa de improcedencia, lo que en el caso no ocurrió. --- Apoya lo expuesto la jurisprudencia P./J. 27/94, sustentada por el Pleno del Máximo Tribunal del país, que se localiza en la página 14, número ochenta, agosto de mil novecientos noventa y cuatro, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, que es del siguiente tenor: --- ‘ALEGATOS. NO FORMAN PARTE DE LA LITIS EN EL JUICIO DE AMPARO’. (Se transcribe). --- Criterio jurisprudencial que se invoca en la presente ejecutoria por no contravenir la Ley de Amparo vigente, pues no obstante que se interpretaron los artículos 77, 155, 116, 147 y 149 de la Ley de Amparo abrogada; los diversos artículos 74, 124, 108, 113 y 117 de la Ley de Amparo vigente, son de contenido similar, en cuanto a que prevén el contenido de la sentencia; el desarrollo de la audiencia constitucional en la que se recibirán los alegatos por escrito que formulen las partes, los casos en que se puede alegar verbalmente y en los que se asentará en autos extracto de esas alegaciones si así lo solicitaran; así como lo relativo a los requisitos de la demanda de amparo indirecto y el informe justificado; respectivamente; de ahí que, en esencia, estos últimos numerales son similares a los de la Ley de Amparo abrogada, en cuanto a que la litis en el juicio de amparo se integra con la demanda de amparo y el informe justificado, y por ello no hay obligación de analizar los alegatos al no formar parte de ésta, a menos que se haga valer una causa de improcedencia”.
De esta manera, los efectos de la concesión del amparo que se decretaron por el Tribunal Colegiado, consistieron en que la Sala responsable: 

1. Dejara insubsistente la sentencia reclamada de siete de julio de dos mil quince, así como la aclaración de la misma de catorce de agosto, emitidas en el expediente **********; 
2. Emitiera una nueva, en la que reiterara lo que no fue materia de concesión; y,
3. Subsanara la irregularidad destacada; esto es, analizara si **********, acredita conforme a su documentación la aptitud para ser profesor de asignatura a nivel maestría, conforme a la fracción I, inciso b), numeral 3, del artículo 10 del Acuerdo 279 de diez de julio del dos mil, exponiendo de manera congruente y completa las razones y fundamentos legales que sustentan su resolución.

En ese sentido, esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, estima que la autoridad responsable cumplió en sus términos con los efectos respecto de los cuales se otorgó la protección constitucional, en atención a las siguientes consideraciones:

El efecto primero se encuentra cumplido, en virtud de mediante oficio número 17-6-3-31996/16, de trece de mayo de dos mil dieciséis, la Sala responsable informó que mediante proveído de esa misma fecha, dejó insubsistente la sentencia reclamada de siete de julio de dos mil quince, así como la aclaración de la misma de catorce de agosto de dos mil quince, tal como se advierte de la siguiente transcripción:

“…Visto el oficio de cuenta, con fundamento en el artículo 192 de la Ley de Amparo y en vía de cumplimiento, SE DEJA SIN EFECTOS la sentencia definitiva de 7 de julio del 2015, así como la aclaración de la misma de 14 de agosto del 2015, que constituyó el acto reclamado en el referido juicio constitucional…”. (Foja 155 del cuaderno de amparo).

También el segundo de los efectos de la sentencia de amparo se encuentra cumplido, en virtud de que por oficio número 17-6-3-32065/15 de dieciséis de mayo de dos mil dieciséis, la Sexta Sala Regional Metropolitana del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, remitió copia certificada de la resolución de esa misma fecha, en el que reiteró lo que no fue materia de concesión.

“SEGUNDO. Mediante proveído de trece de mayo del año en curso, a fin de da cabal cumplimiento a la ejecutoria de mérito, esta Sexta Sala Regional Metropolitana dejó insubsistente la sentencia de siete de julio de dos mil quince, así como su aclaración de fecha catorce de agosto del mismo año, en la parte que fue materia de la ejecutoria que se cumplimenta y para el efecto de que se emita otra en los términos precisados. --- TERCERO. En esta tesitura, esta Juzgadora procede a emitir la sentencia a que se refiere la ejecutoria de mérito cumpliendo los lineamientos señalados en ellas; reiterando los considerandos primero, segundo, tercero y parte del cuarto del fallo de veintinueve de mayo de dos mil quince, que quedaron intocados por el Tribunal de Alzada, y que ahora corresponderán a los considerandos cuarto, quinto, sexto y séptimo. --- CUARTO. (REITERACIÓN). Esta Sala es competente para conocer y resolver el presente asunto, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 14, fracciones XI, XIV, 31, 32, 34, 35 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 21, fracción XVII y 22, fracción XVII, del reglamento interior de este tribunal, en relación con el artículo 13 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. --- QUINTO. (REITERACIÓN). Toda vez que en el presente juicio se impugna una resolución negativa ficta, esta Sala procede al estudio de la configuración de dicha ficción, para así estar en posibilidad de determinar la existencia del acto impugnado. --- En primer término, conforme a lo establecido en el artículo 17 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, la resolución negativa ficta se configura si un particular interpone una instancia o petición ante una autoridad administrativa y ésta no la resuelve dentro del plazo de tres meses, precisando lo siguiente: --- (Se transcribe). --- De la anterior transcripción se desprende que, para efecto de que se configure una resolución negativa ficta, deben darse los siguientes supuestos: --- ● Que exista una instancia o petición formulada a las autoridades administrativas; --- ● Que haya transcurrido el plazo de tres meses sin que la autoridad haya resuelto y notificado la resolución a la instancia o petición planteada, hasta antes de la interposición de la demanda, y --- ● Que se acredite en juicio la presentación de la petición o instancia formulada ante la autoridad correspondiente. --- En este orden de ideas, esta Sala estima que en efecto se configuró la negativa ficta, toda vez que no recayó respuesta al escrito presentado por la actora el veinte de febrero de dos mil catorce (foja 23) dentro de los tres meses previstos por la ley en cita, los cuales transcurrieron en exceso entre esa fecha y el tres de junio de dos mil catorce en que se interpuso la demanda que originó el presente juicio. --- Cobra aplicación la jurisprudencia 2a./J. 77/98, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que dice: --- ‘NEGATIVA FICTA, SE GENERA ANTE EL SILENCIO DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, RESPECTO DE SOLICITUDES FORMULADAS POR SUS PENSIONADOS’. (Se transcribe). --- Resulta también aplicable por analogía la jurisprudencia número II-J-124, sustentada por la Sala Superior de este Tribunal, cuyo texto es del tenor siguiente: --- ‘NEGATIVA FICTA. SE CONFIGURA SI LA AUTORIDAD NO NOTIFICA AL PROMOVENTE CON ANTERIORIDAD A LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA LA RESOLUCIÓN EXPRESA’. (Se transcribe). --- En virtud de lo anterior, la existencia de la negativa ficta se encuentra acreditada conforme a lo antes expuesto. --- SEXTO. (REITERACIÓN). Por cuestión de método, esta juzgadora procede al análisis conjunto de los conceptos de impugnación primero, segundo y tercero, este último en la parte conducente, en los que la actora manifiesta esencialmente lo siguiente: --- a. Que la resolución negativa ficta impugnada no se encuentra debidamente fundada y motivada, además de que fue expedida sin sujetarse al procedimiento administrativo. --- b. Que debe tenerse como premisa de la impugnación lo siguiente: --- i. Que la autoridad no funda ni motiva las razones que tuvo para negar la solicitud. --- ii. Que los argumentos son incongruentes con las disposiciones que cita. --- iii. Que no se observaron los plazos previstos en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. --- c. Que la autoridad omite mencionar la fecha en que se solicitó la opinión disciplinar de la Comisión Interinstitucional de Formación de Recursos Humanos para la Salud, siendo que han pasado más de sesenta días hábiles sin que dicha comisión se hubiese pronunciado.
--- d. Que en la contestación no aparece el oficio por el que se solicitó la opinión técnica de la citada comisión, lo cual puede verse como la intención de desinformar a la autoridad jurisdiccional. --- e. Que la autoridad no da cumplimiento al artículo 6, fracción II, del Acuerdo 279, en el cual se establece que una vez recibida la opinión, se cuenta con diez días hábiles para dar respuesta, sin que ello hubiese sucedido. --- f. Asimismo, que no se tomó en cuenta el artículo 55 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, en el sentido de que al no haber manifestado la comisión su opinión dentro del plazo de quince días, entonces no podía ya ser tomada en cuenta, sino que debió considerarse que no existió objeción alguna. --- En respuesta a lo anterior, la autoridad demandada dijo: --- a. Que la opinión de la Comisión Interinstitucional de Formación de Recursos Humanos para la Salud es vinculante para la autoridad educativa, pero además fue complementada por la evaluación pedagógica del plan de estudios. --- b. Por ello, que (sic) se adoptaron los argumentos contenidos en dicha respuesta, además de que se expusieron fundamentos y motivos específicos para determinar la improcedencia del plan de estudios desde el punto de vista pedagógico. --- A criterio de las suscritas Magistradas, los argumentos del actor son fundados. --- Como lo sostiene la autoridad demandada y reconoce la demandante, existieron dos tipos de circunstancias que fueron analizadas al negar el reconocimiento de validez oficial solicitado por la actora, que pueden identificarse como genéricas y específicas. --- Las genéricas son las relacionadas con cualquier procedimiento para la obtención del reconocimiento de validez oficial de estudios; las específicas son las que atañen a las solicitudes de reconocimiento en las áreas de salud, como en el caso acontece. --- Bajo este esquema expositivo, en el presente considerando, la Sala se ocupa de las circunstancias identificadas como específicas. --- El artículo 6, fracción II, del Acuerdo número 279 por el que se establecen los trámites y procedimientos relacionados con el reconocimiento de validez oficial de estudios del tipo superior (en adelante Acuerdo 279), establece que tratándose de solicitudes de reconocimiento en las áreas de salud, es necesaria la opinión de la Comisión Interinstitucional para la Formación de Recursos Humanos para la Salud. --- Dicha opinión fue solicitada por la autoridad mediante oficio DIPES/SR/02803/14, de veintiuno de febrero de dos mil catorce (ver foja 417), el cual se recibió por la mencionada comisión el diez de marzo de dos mil catorce. --- Es oportuno indicar que si bien la actora sostiene que ese oficio no aparece en la contestación de la demanda, lo cual puede verse como la intención de desinformar a la autoridad jurisdiccional, lo cierto es que no hay razón por la cual deba considerarse que dicho oficio debió acompañarse a la contestación de la demanda, cuando la autoridad enjuiciada lo exhibió de manera oportuna como parte del expediente administrativo; esto es, por economía procesal, era innecesario que la documental constara en autos en fojas diversas. --- En el mismo sentido, aun cuando la actora manifiesta que la autoridad omite mencionar la fecha en que se solicitó la opinión disciplinar de la Comisión Interinstitucional de Formación de Recursos Humanos para la Salud, lo cierto es que esa fecha es conocida para esta juzgadora, al tener a la vista el mencionado oficio DIPES/SR/02803/14 al momento de resolver. --- Aclarado lo anterior, si a la Comisión Interinstitucional para la Formación de Recursos Humanos para la Salud le fue formulada una solicitud de opinión, entonces se encontraba obligada a dar respuesta dentro de los plazos previstos por la ley, específicamente por el artículo 55 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, que dispone: --- (Se transcribe). --- Según el precepto en mención, aquellas autoridades a quienes se les solicite una opinión, deberán emitirla dentro del plazo de quince días hábiles, y en caso de no hacerlo, se entenderá que no existe objeción a las pretensiones del interesado. --- Pues bien, si la solicitud de opinión se presentó el diez de marzo de dos mil catorce, los quince días hábiles con los que contaba para dar respuesta de acuerdo con el mencionado artículo 55 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, luego de computar los días inhábiles de conformidad con los artículos 28 y 29 del mismo ordenamiento, transcurrieron del dieciséis de marzo al uno de abril de dos mil catorce. --- En este sentido, si la opinión de la Comisión Interinstitucional para la Formación de Recursos Humanos para la Salud se externó por oficio 0601/ST/CIFRHS/2014 de dieciocho de junio de dos mil catorce (ver fojas 81 a 84), es claro que para ese entonces, el plazo de quince días con el que contaba según el artículo 55 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo había fenecido. --- A consecuencia de ello, como acertadamente sostiene la parte demandante, la autoridad educativa no estaba en posibilidad de considerar la ‘opinión técnica no favorable’ vertida por la Comisión Interinstitucional para la Formación de Recursos Humanos para la Salud, pues por disposición expresa del transcrito artículo 55 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, al incumplirse el plazo, debe entenderse que no existió objeción a las pretensiones del interesado. --- Por esa razón, como la autoridad no puede sustentar la resolución en la opinión de la Comisión Interinstitucional para la Formación de Recursos Humanos para la Salud, entonces toda consideración que se hubiese basado en esa opinión resulta ilegal, actualizándose entonces una violación al procedimiento administrativo en términos del artículo 51, fracción III, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.    --- Similar resolución adoptó la propia autoridad administrativa al resolver el recurso de revisión en el expediente 01-0086-14, mediante el oficio 500/2014.-1566 de uno de octubre de dos mil catorce (ver fojas 788 a 799). --- SÉPTIMO. (REITERACIÓN Y CUMPLIMIENTO). --- Sin tomar en consideración lo analizado en el considerando anterior, y dejando de lado los argumentos relacionados con la fundamentación y motivación que se consideró ilegal por lo antes expuesto, esta Sala continúa con el análisis del tercer concepto de impugnación de la demanda, en el que la actora sostiene: --- a. Que la motivación y fundamentación empleada por la autoridad, en la parte en que plasma sus apreciaciones, es ilegal, respecto de los siguientes rubros: --- i. Objetivo general: --- 1. Si bien la autoridad señala que el objetivo general no se estableció a partir de un diagnóstico de necesidades sociales y educativas requeridas, que permitan identificar con claridad la viabilidad de ofrecer los estudios de Maestría, lo cierto es que conforme al artículo 12 del Acuerdo 279, el objetivo general se planteó con base en las necesidades descritas en la fundamentación de la propuesta. --- 2. El artículo 13 del Acuerdo 279, fracción II, número 3, inciso B1, que habla sobre el propósito de los posgrados, se cumple totalmente con el objetivo general propuesto. --- 3. Si bien la autoridad dice que el objetivo general no tiene la descripción de los conocimientos de la formación y no presenta actitudes, aptitudes, habilidades y métodos de trabajo a desarrollar, sino que sólo expone que el alumno podrá aplicar los estudios a partir de las bases teóricas, científicas y metodológicas, lo cierto es que dicha información corresponde al Perfil del Egresado, y fue debidamente presentada por el demandante. --- 4. Que no existe fundamentación ni motivación para determinar que el objetivo de la propuesta es la aplicación del conocimiento, no su análisis, siendo un propósito fundamental de una oferta educativa a nivel maestría; además, que el objetivo general de la propuesta sí presenta el mismo nivel cognoscitivo de análisis, al referir que el alumno tendrá que integrar los fundamentos médicos y complementarlos con teoría, ciencia y metodología. --- ii. Perfil del Egresado: --- 1. La autoridad saca extractos aislados del perfil completo, siendo que si se analiza en su totalidad, se advierte que cumple cabalmente con los artículos 47 de la Ley General de Educación y 47 del Acuerdo 279. --- iii. Docentes: --- 1. La autoridad dolosamente omite fundar la resolución en el artículo 10, fracción I, inciso a y b, numeral 3, que el profesor ********** no acredita cumplir con los requerimientos para ser profesor de asignatura, además de que omite exhibir todos los comprobantes del docente en cuestión. --- 2. Que si bien se acepta al profesor ********** como de tiempo completo, siendo que se requiere que el 30% del total de los profesores lo sean, omite señalar que la propia autoridad, por un correo electrónico, le solicitó que se presentaran sólo los maestros de las asignaturas del primer semestre. --- 3. En todo caso, si la autoridad estimaba que había información faltante, debió requerirla en términos del artículo 17-A de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. --- b. Que no integra de forma completa la información que recabó, dado que no existe en todo el expediente información emitida por la Jefatura de Evaluación Curricular, siendo que en otros procedimientos dicha área sí participa. --- La autoridad demandada sostuvo la legalidad de la resolución controvertida. --- A criterio de esta Sala, los argumentos del demandante son parcialmente fundados. --- Como se dijo en los párrafos 12 y 13 de esta sentencia, existieron dos tipos de circunstancias que fueron analizadas al negar el reconocimiento de validez oficial solicitado por la actora, identificadas por la Sala como genéricas y específicas, donde las primeras se relacionan con cualquier procedimiento para la obtención del reconocimiento de validez oficial de estudios, mientras que las segundas importan para las solicitudes de reconocimiento en las áreas de salud. --- En el considerando anterior, esta Sala concluyó que es ilegal que la autoridad hubiese sustentado la resolución conforme a las específicas, ya que contrario a lo resuelto, debió estimar que no existía objeción alguna a la solicitud del demandante por parte de la Comisión Interinstitucional para la Formación de Recursos Humanos para la Salud, como consecuencia del incumplimiento del plazo con el que contaba para emitir su opinión. --- En razón de lo anterior, en este considerando se analizan las cuestiones genéricas que deben cumplirse para todo otorgamiento de reconocimiento de validez oficial de estudios, a la luz de los argumentos formulados por la parte demandante. --- Dicho esto, las razones por las que la autoridad decidió negar a la actora el reconocimiento de validez de estudios para la Maestría en Homeopatía, se centraron en el cuestionamiento de los tres aspectos identificados en el resumen de los agravios del demandante, es decir, por inconsistencias en a) el objetivo general, b) el perfil del egresado y c) los docentes. --- En lo que se refiere a a) el objetivo general, la autoridad sostuvo: --- (Se transcribe). --- Según se ve, son varias las razones por las cuales la autoridad consideró que el objetivo general del plan de estudios presentado por la actora, no cumplía con los requisitos esperados. --- Partiendo de lo anterior, el objetivo general del plan de estudios presentado por la actora, es el siguiente (ver foja 60): --- (Se transcribe). --- Analizando los motivos y fundamentos expuestos por la autoridad frente al objetivo general del plan de estudios de la Maestría en Homeopatía, esta juzgadora considera que la determinación de la autoridad es correcta. --- Esto es así, pues debe tenerse presente el contenido de los fundamentos invocados por la demandante, concretamente los artículos 47, fracción I, de la Ley General de Salud, 12, fracción I, y 13, fracción III, inciso b), punto 1, del Acuerdo 279, que disponen: --- (Se transcriben). --- Según se desprende de los artículos transcritos, el objetivo general de un plan de estudios debe consistir en una descripción sintética de los logros o fines que se tratarán de alcanzar, considerando las necesidades detectadas; para el caso de las maestrías, los fines que se tratarán de alcanzar (propósitos) consisten en la formación de individuos capacitados para participar en el análisis, adaptación e incorporación a la práctica de los avances de un área específica de una profesión o disciplina. --- Tal contexto normativo, confrontado con el objetivo general plasmado por la actora en su plan de estudios, evidentemente –como determinó la autoridad– no alcanza el propósito para un programa a nivel de Maestría, ya que se centra en formar egresados que apliquen conocimientos homeopáticos como un recurso complementario en el control y tratamiento de algunas enfermedades, lo cual constituye una cuestión eminentemente pragmática que no conlleva el análisis, adaptación e incorporación a la práctica de los avances de la Homeopatía, sino la simple aplicación de los conocimientos preexistentes. --- Esto se refuerza con el resultado de la prueba pericial, concretamente con la respuesta que las peritas (sic) brindaron a la pregunta 1 del cuestionario de la actora y 6 del cuestionario de la autoridad; en este punto se considera oportuno indicar que la perita (sic) designada por la actora fue omisa en responder las preguntas formuladas por la propia demandante. --- Así, las respuestas se sistematizan como sigue: --- (Se transcribe cuadro). --- Como se advierte, las peritas (sic) designadas por las partes y por esta Sala, se centran en determinar las características que tiene que tener el objetivo general de un programa de maestría.   --- Las peritas (sic) de la autoridad y de esta Sala coinciden en que con el objetivo general diseñado por la actora, no se cumple el extremo normativo de privilegiar el análisis, adaptación e incorporación a la práctica de los avances de un área específica de una profesión o disciplina, dado que se enfoca en la mera aplicación de conocimientos en la materia, tal como lo anticipó esta Sala. --- Ahora, si bien la perita designada por la actora propone una distinción entre las maestrías académicas y las profesionalizantes, señalando que estas últimas –dentro de las que identifica la Maestría en Homeopatía propuesta- se caracterizan por la profundización de conocimientos y competencias en un campo específico, lo cierto es que tal distinción escapa de la descripción contenida en el artículo 13, fracción III, inciso b) punto 1, del Acuerdo 279, pues en dicho precepto se señala que los programas de maestría no sólo deben privilegiar la profundización de los conocimientos, sino también el análisis, adaptación e incorporación a la práctica de los avances de un área específica de una profesión o disciplina. ---Es decir, el artículo en mención claramente menciona que ‘El posgrado tiene el propósito de profundizar los conocimientos en un campo específico y deberá además: (…) b) En el caso de maestrías: 1. Estar dirigidas a la formación de individuos capacitados para participar en el análisis, adaptación e incorporación a la práctica de los avances de un área específica de una profesión o disciplina…’, de lo que claramente se colige que para una maestría, contrario a lo que expone la perita de la actora, no basta la profundización, siendo ésta uno solo de los elementos requeridos. --- Por eso, lo cierto es que sí existe soporte normativo para determinar que el objetivo de las maestrías no se limita solamente a integrar los fundamentos médicos y complementarlos con teoría, ciencia y metodología en materia de Homeopatía, sino que como se ha reiterado, era indispensable que se pugnara por el análisis, adaptación e incorporación a la práctica de los avances en la materia, no solamente la aplicación del conocimiento preexistente. --- En el mismo sentido, contrario a lo que sostiene la demandante, el objetivo general que propone no persigue una finalidad compatible con el nivel de Maestría, dado que persigue formar egresados que únicamente apliquen los conocimientos que adquieran para el control y tratamiento complementario de enfermedades, pero no que los generen. --- No obstante lo anterior, no era necesario que el objetivo general del plan de estudios presentara actitudes, aptitudes, habilidades y métodos de trabajo a desarrollar, pues como sostiene la demandante, ese es un elemento que se vincula con el perfil del egresado, no así con el objetivo general. --- Y al respecto, cabe indicar que en la propuesta del plan de estudios de la actora (ver fojas 60 y 61), se plasmaron los conocimientos, habilidades y actitudes de los egresados, sin que se hubiera formulado objeción alguna al respecto. --- En esa virtud, la autoridad no debió considerar que el objetivo general adolecía de falta de actitudes, aptitudes, habilidades y métodos de trabajo a desarrollar, dado que no es un elemento que le sea inherente a ese rubro, lo que constituye una apreciación errónea de los hechos, en términos del artículo 51, fracción V, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. --- Por otra parte, sobre el perfil del egresado (ver foja 48), la autoridad determinó lo que puede sintetizarse de la siguiente manera: --- a. En el apartado de conocimientos: --- i. Se presentan líneas generales de formación que no logran articular los saberes adquiridos a partir de la integración y vinculación de los conocimientos que se pretenden adquirir con la finalidad el plan de estudios y establecer para qué es fundamental su conocimiento. --- ii. No se presenta algún conocimiento adquirido sobre las asignaturas de investigación. --- iii. Los perfiles planteados no articulan las necesidades y posibilidades de solución que se generan al término de la oferta educativa. --- b. En el apartado de habilidades: --- i. No se establecen con claridad las habilidades que se adquirirán para ejecutar, aplicar e interrelacionar los saberes adquiridos y el grado de competencia que se alcanzará al término del plan de estudios, sino que se refieren más como actitudes profesionales. --- c. En el apartado de actitudes: --- i. Es ambiguo y pueden ser alcanzados por otras disciplinas, es decir, no representan la integración y la formación progresiva que desde la formación del plan de estudios se logra. --- ii. Presenta actitudes que no se identifica cómo se logran, ya que no se presenta en los programas de estudio temas que permitan alcanzarlos. --- Sobre este aspecto, la actora esencialmente menciona que la autoridad saca extractos aislados del perfil completo, siendo que si se analiza en su totalidad, se advierte que cumple cabalmente con los artículos 47 de la Ley General de Educación y 47 del Acuerdo 279. --- Argumento que para esta juzgadora es infundado, pues contrario a lo que sostiene, la autoridad no solamente extrae puntos en concreto aislándolos del resto de los elementos del perfil de egreso, sino que realiza señalamientos específicos por los que se considera que se incumple con el artículo 12, fracción II, del Acuerdo 279, mismos que la actora debió controvertir frontalmente, sin que lo hubiera hecho. --- Por ello, cuando la autoridad sostiene que en el apartado de conocimientos se presentan líneas generales de formación que no logran articular los saberes (sic) adquiridos a partir de la integración y vinculación de los conocimientos que se pretenden adquirir con la finalidad el plan de estudios y establecer para qué es fundamental su conocimiento; que no se presenta algún conocimiento adquirido sobre las asignaturas de investigación; y que los perfiles planteados no articulan las necesidades y posibilidades de solución que se generan al término de la oferta educativa, es porque, en efecto, de la lectura a los conocimientos referidos en el Perfil del Egresado no indican para qué le serán útiles al maestrante, sino sólo que los tendrá, lo cual, como se expuso anteriormente, es insuficiente tratándose del nivel de maestría. --- Igualmente, cuando la autoridad sostiene que no se establecen con claridad las habilidades que se adquirirán para ejecutar, aplicar e interrelacionar los saberes adquiridos y el grado de competencia que se alcanzará al término del plan de estudios, específicamente al ‘desarrollar postura humanística al percibir al paciente como persona’ y ‘fomentar en sus pacientes la responsabilidad de sus acciones’, verdaderamente es porque esos elementos no se refieren a habilidades que se vinculen con los conocimientos adquiridos en el curso. --- Asimismo, las actitudes destacadas por la autoridad que son ‘visión positiva’ y ‘entusiasmo para enfrentar retos de forma creativa’, ‘responsabilidad del medio ambiente’ y ‘responsabilidad para mejorar el nivel y uso de las tecnologías del país’, efectivamente pueden ser alcanzados por alguna otra disciplina y no exclusiva y necesariamente a través de la Maestría en Homeopatía, lo cual significa que conforme a esas actitudes el programa carezca de justificación, porque su asimilación no deriva de los conocimientos adquiridos conforme a las materias contenidas en el plan de estudios propuestos, además de que de las materias que lo conforman no se advierte en cuál de ellas se fomenta el desarrollo de dichas actitudes. --- Sin que del análisis que esta juzgadora practica a la propuesta de plan de estudios, se advierta información opuesta a la considerada por la autoridad al emitir su resolución. --- Por último, debe indicarse que salvo las analizadas en el párrafo 44 de esta sentencia, las restantes preguntas y respuestas sobre las que versa la prueba pericial, no aportan datos adicionales a los ya considerados por esta Sala, en virtud de que o bien se refieren a los motivos del acto impugnado que fueron descartados conforme al considerando SEXTO o simplemente no guardan relación con las cuestiones debatidas que se han precisado en este considerando…”. (Fojas 163 a 177 del cuaderno de amparo).
El tercero de los efectos también se encuentra cumplido, relativo a que la Sala responsable subsanó la irregularidad relativa, esto es, analizó si Raúl Gándara García, acreditó conforme a su documentación la aptitud para ser profesor de asignatura a nivel maestría, conforme a la fracción I, inciso b), numeral 3, del artículo 10 del Acuerdo 279 de diez de julio del dos mil, expuso las razones y fundamentos legales que sustentaron su resolución, tal como se advierte de la siguiente transcripción: 
“…SÉPTIMO. (REITERACIÓN Y CUMPLIMIENTO). (…) Ahora, en lo que toca a los docentes, primero debe decirse que la autoridad no soslayó el artículo 10, fracción I, inciso a, del Acuerdo 279, sino que expresamente lo invoca como fundamento de su resolución. --- 63. En cumplimiento a la ejecutoria de veintiocho de junio de dos mil doce, esta juzgadora procede a subsanar la irregularidad destacada por el Tribunal Colegiado del conocimiento y procederá a analizar si se acredita que el C. Raúl Gándara García, conforme a su documentación que obra en autos, reúne los requisitos para ser profesor de asignatura a nivel maestría, conforme a la fracción I, inciso b), numeral 3, del artículo 10 del Acuerdo 279 de diez de julio de dos mil. --- Lo anterior es de ese modo, en virtud de que en la ejecutoria que se cumplimenta, el Órgano Jurisdiccional determinó que el artículo 10, fracción I, inciso a) y b), numeral 3, del Acuerdo 279 de diez de julio de dos mil, prevé dos hipótesis, para ello se transcribe dicho numeral: --- (Se transcribe). --- En relación con el contenido del artículo antes transcrito, el Tribunal Colegiado del conocimiento señaló que en el mismo se establecen dos hipótesis distintas para poder ser profesor de asignatura (en el caso específico de maestría), en la primera, el aspirante deberá contar con título, diploma o grado correspondiente al nivel educativo en el que se desempeñará; en la segunda, se deben satisfacer las condiciones de equivalencia de perfiles, demostrando que posee la preparación necesaria, obtenida ya sea mediante procesos autónomos de formación o a través de la experiencia docente, laboral y/o profesional, para lo cual se deberá acreditar que cuenta con título de licenciatura y experiencia docente o de ejercicio profesional mínima de cinco años o, en su caso, poseer diploma de especialidad y por lo menos tres años de experiencia docente o profesional. --- De eso (sic) modo, esta Sala subsana la omisión cometida en la sentencia de siete de julio de dos mil quince y, con las pruebas aportadas en el presente juicio se procederá a analizar si el C. Raúl Gándara García conforme al artículo 10, fracción I, inciso a) y b), numeral 3, del Acuerdo 279 de diez de julio de dos mil, se ubica en alguna de las dos hipótesis antes señaladas, para poder ser profesor de asignatura a nivel maestría. --- Del expediente administrativo 01-0088.2-14 exhibido por la autoridad demandada, el cual fue abierto con motivo de la solicitud de reconocimiento de validez oficial de la Maestría en Homeopatía en modalidad escolar, no obra documento alguno con los que se pueda corroborar que el C. Raúl Gándara García se ubique en alguna de las dos hipótesis a las que hace alusión el artículo 10, fracción I, incisos a) y b), numeral 3, del Acuerdo 279 de diez de julio de dos mil, para poder ser profesor de asignatura a nivel maestría, esto es, no existe documental con la que se acredite si en el caso cuenta con i) título, diploma, o grado de maestría en homeopatía; o ii) si satisface las condiciones de equivalencia de perfiles. --- De igual forma, la autoridad demandada también exhibió el expediente administrativo 01-0086-14 mismo que corresponde a una solicitud diversa (Maestría en Acupuntura y Electroterapia) a la que nos ocupa en este juicio (Maestría en Homeopatía), mismo que se encuentra relacionado con el expediente administrativo 01-0088.2-14, pues en la primera página del expediente administrativo 01-0086-14 hay una leyenda manuscrita que dice ‘Relacionado con exp. 01-0088-14’, y de su contenido se desprenden actuaciones relativas a la solicitud de Maestría en Homeopatía. Pero ninguna de ellas sirve para verificar si se actualiza alguna de las dos hipótesis aludidas. --- Cabe apuntar que si bien del expediente administrativo no se advierte toda la información relacionada con los comprobantes del C. Raúl Gándara García, ello deriva de que la actora no las ofreció expresamente en su demanda como parte de dicho expediente, aun cuando se trataba de documentales privadas, tal como lo dispone el artículo 14, fracción V, último párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. --- Ahora bien, la actora al ampliar su demanda de nulidad exhibió, entre otras, copias fotostáticas de diversos documentos a nombre de Raúl Gándara García entre las que destacan: a) Cédula profesional número ********** expedida el diecinueve de junio de dos mil uno, por la Dirección General de Profesiones de la Secretaría de Educación Pública con efectos de patente para ejercer la especialidad en homeopatía expedida (fojas 663 y 664); b) Diploma de especialidad en homeopatía expedido por la Escuela de Posgrado de Homeopatía de México el veinticuatro de octubre de dos mil (fojas 670 y 671); c) Constancia de participación docente expedida por la Escuela Latinoamericana de Educación en Salud Integrativa, con la cual acredita que Raúl Gándara García desempeñó la carga académica entre otros diplomados, el de terapéutica homeopática con 140 horas durante el periodo de enero de 2005 al mes de agosto de 2011 (foja 659); y d) Constancias expedidas por el Instituto Politécnico Nacional con las que se acredita el desempeño de la carga académica en la especialización en acupuntura humana, durante los periodos de julio-diciembre de 1998, febrero-agosto de 1997 y febrero-agosto de 1996. --- Sin embargo, tales documentos exhibidos en copias fotostáticas sólo son indicios de la existencia de aquellos que reproducen, pues no son suficientes para hacer prueba plena más aún si no se encuentran adminiculadas con otros elementos probatorios distintos, para tener como cierto el hecho que se pretende demostrar de algo que puede o no existir y no crean certeza legal, razón por la cual se estima que con las mismas no se acredita que Raúl Gándara García esté en aptitudes de ser profesor de asignatura a nivel maestría. ---  De ese modo, de conformidad con el artículo 217 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, las documentales aportadas por la actora carecen de eficacia probatoria para demostrar lo pretendido, máxime que tampoco están adminiculadas con algún otro medio de convicción que las fortalezca. --- Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia VII-J-1aS-101, del Pleno de la Primera Sección de la Sala Superior, cuyos rubros y texto son: --- ‘COPIAS FOTOSTÁTICAS SIMPLES, VALOR PROBATORIO DE LAS’. (Se trascribe). --- 74. De este modo, en cumplimiento a lo ordenado en la ejecutoria de treinta y uno de marzo del año en curso, se indica que en el presente juicio, resultan infundados los argumentos de la actora, en tanto que no acreditó que el C. Raúl Gándara García se encuentre en alguno de los dos supuestos que prevé el artículo 10, fracción I, incisos a) y b), numeral 3, del Acuerdo 279 de diez de julio de dos mil, para ser profesor de asignatura a nivel maestría. Además de que este hecho por sí mismo no es indispensable para que la demandante obtenga el reconocimiento de validez oficial que pretende. --- En otro orden de ideas, debe tenerse presente que al momento de presentar la solicitud de revalidación de estudios, la actora sólo estaba obligada a proporcionar la solicitud con los datos contenidos en el formato 1 y los anexos 1 a 5 del Acuerdo 279, tal como lo dispone el artículo 5 de este ordenamiento, de entre los cuales ninguno hace referencia al personal docente con el que se cuenta. --- Por ese motivo, contrario a lo que sostiene la actora, la autoridad no estaba obligada a requerir información alguna relacionada con dicho aspecto, por la simple razón que al momento de presentar la solicitud de revalidación, la demandante no le remitió la información relacionada con la planilla docente ya que no era el momento procedimental oportuno para ello. --- Siendo importante precisar que, en todo caso, la autoridad sólo habría estado obligada a formular un requerimiento al actor (en términos del artículo 7 del Acuerdo 279, que es posterior y especial en relación con el artículo 17-A de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo), en el caso de que éste hubiese omitido anexar a la solicitud el formato 1 y los anexos 1, 2, 3, 4 y 5, del Acuerdo 279, cosa que no sucedió. --- Siguiendo este hilo conductor, no debe perderse de vista que después de recibir la solicitud, la autoridad debe llevar a cabo una visita de inspección de conformidad con el Acuerdo número 243 por el que se establecen las bases generales de autorización o reconocimiento de validez oficial de estudios (en adelante Acuerdo 243), y es en dicha visita donde, conforme al artículo 15 de dicho acuerdo, la autoridad educativa habría de verificar la información correspondiente a los requisitos del personal docente. --- Por esa razón es que, contrario a lo que sostiene la demandante, la autoridad no estaba obligada a formular requerimiento alguno sobre los requisitos del personal docente, sino por el contrario, el actor debió demostrar durante la visita que dicho personal reunía los requisitos previstos por la ley y sus acuerdos derivados, entre los que se encuentra que los profesores de tiempo completo deberán impartir un porcentaje mínimo del 30% de las asignaturas del programa. --- No se pierde de vista que la actora sostiene que en el correo electrónico por el que se informó la práctica de la visita (ver impresión a fojas 633 y 634), se le indicó que sólo habría de presentar la información del personal docente correspondiente al primer ciclo escolar. --- Sin embargo, del análisis practicado a dicha prueba, se advierte que expresamente se le indicó que ‘… PARA LOS PLANES DE ESTUDIO DE… MAESTRÍA EN HOMEOPATÍA… SE REQUIERE EL 30% (TREINTA POR CIENTO) DE PERSONAL ACADÉMICO DE TIEMPO COMPLETO…’, sin hacer referencia a que sólo se requería el relativo al primer semestre; esta última mención, si bien se contiene en el correo electrónico analizado, lo cierto es que alude al personal académico de asignatura, no así al de tiempo completo, respecto del cual se aludió a la necesidad de que el 30% de las asignaturas fueran impartidas por personal con esta calidad. --- Entonces, la demandante debió acreditar durante la visita de inspección que cuando menos el 30% de los planes de estudio, sería impartido por personal académico de tiempo completo, lo cual no aconteció, no obstante que así lo exige el artículo 10 del Acuerdo 279. --- Finalmente, aun cuando no existe en todo el expediente información emitida por la Jefatura de Evaluación Curricular, siendo que en otros procedimientos dicha área sí participa (ver fojas 691 a 694), lo cierto es que mientras el particular sea legalmente atendido por las autoridades competentes, los procedimientos internos que se [sic] efectúen dichas autoridades no trascienden a la esfera jurídica de los interesados. --- Es decir, con independencia de que en el Manual de Organización de la Dirección General de Educación Superior Universitaria se adviertan procesos internos de distribución de las cargas administrativas, mientras la situación de la solicitud sea atendida por la autoridad competente, carecen de relevancia las intervenciones de otras autoridades operativas de la dependencia. --- Así las cosas, una vez que ha concluido el estudio efectuado por esta Sala, se concluye que la demandante no acredita el derecho a que le sea otorgado el reconocimiento de validez oficial a los estudios de Maestría en Homeopatía que solicitó. --- Sin embargo, derivado de los vicios advertidos a lo largo del estudio, particularmente en el considerando TERCERO y en los párrafos 48 a 50 del considerando CUARTO, se advierten ilegalidades que, las primeras, trascienden al sentido de la resolución y dejan sin defensas al particular porque resultan en el desconocimiento de la no objeción a determinados elementos de su plan de estudios, mientras que las segundas directamente constituyen una apreciación errónea de los hechos en cuanto al fondo. --- Por esas razones, con fundamento en los artículos 51, fracciones III, IV y 52, fracciones III, IV, y párrafos tercero y cuarto, así como 57, fracción I, incisos b) y c), de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, para el efecto de que, dentro del plazo de cuatro meses, la autoridad emita una nueva resolución en la que: --- a) Considere que la Comisión Interinstitucional de Formación de Recursos Humanos para la Salud no formuló objeción alguna a la solicitud del actor. --- b) Prescinda de fundar y motivar la resolución con base en las objeciones contenidas en el oficio 0601/ST/CIFRHS/2014 de dieciocho de junio de dos mil catorce, de la referida comisión. --- c) Omita considerar que el objetivo general del plan de estudios presentado por el actor debe contener las actitudes, aptitudes, habilidades y métodos de trabajo a desarrollar. --- d) Hecho lo anterior, resuelva lo que en derecho corresponda, tomando en cuenta las determinaciones alcanzadas en el presente fallo…”. (Fojas 168 a 183 vuelta, del cuaderno de amparo).
La Sala responsable atento a las consideraciones anteriores, concluyó con los puntos resolutivos siguientes: 

“PRIMERO. EN CUANTO AL FONDO, la parte actora acreditó parcialmente su pretensión, en consecuencia: --- SEGUNDO. Se declara la nulidad de la resolución impugnada por los motivos, fundamentos y para los efectos expuestos en el párrafo 87 de este fallo. --- TERCERO. En vía de informe, mediante atento oficio que al efecto se gire, remítase POR TRIPLICADO copia certificada de la presente sentencia al Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, en testimonio del cumplimiento dado a la ejecutoria dictada…”. (Fojas 183 y 184 del cuaderno de amparo).
Cabe señalar que en contra de la resolución que tiene por cumplida la ejecutoria de amparo, la parte recurrente hizo valer los agravios sintetizados en el considerando cuarto de este fallo.

En este orden de ideas, es de concluirse que la sentencia que otorgó el amparo se encuentra cumplida en su totalidad, sin excesos ni defectos, en atención a que la Sala responsable, atendió cada uno de los extremos que le fueron precisados en la sentencia de amparo.
1. Dejó insubsistente la sentencia reclamada de siete de julio de dos mil quince, así como la aclaración de la misma de catorce de agosto, emitidas en el expediente **********; 
2. Emitió una nueva, el dieciséis de mayo de dos mil dieciséis, en la que reiteró lo que no fue materia de concesión; y,
3. Subsanó la irregularidad destacada; esto es, analizó si Raúl Gándara García, acreditó conforme a su documentación la aptitud para ser profesor de asignatura a nivel maestría, conforme a la fracción I, inciso b), numeral 3, del artículo 10 del Acuerdo 279 de diez de julio de dos mil, exponiendo de manera congruente y completa las razones y fundamentos legales que sustentan su resolución.

Ahora, esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, estima que son ineficaces, los agravios relativos a que la Sala responsable no valoró las copias de la documentación que, según su dicho, acreditan a Raúl Gándara García como médico cirujano y lo avalan para ser profesor de asignatura a nivel maestría; que la Sala responsable debía cumplir con lo dispuesto en los artículos 50, primer párrafo, parte in fine, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo en relación con los diversos 79, 85, 93, fracciones II, VII y VIII, así como 94 del Código Federal de Procedimientos Civiles; que la Sala responsable no llevó a  cabo la verificación y autenticidad y no dio valor probatorio a los documentos señalados. 
Los argumentos formulados por la recurrente resultan ineficaces, en virtud de que se encuentran enderezados a controvertir la legalidad de la sentencia emitida por la Sala responsable, en cumplimiento al fallo protector y no en contra de la determinación del Tribunal Colegiado que tiene por cumplida la sentencia de amparo, habida cuenta que los efectos de la concesión del amparo fueron acatados por la Junta responsable sin excesos ni defectos, razón por la cual los motivos de disenso en los que controvierte la legalidad de la nueva resolución, resultan ineficaces, y no pueden ser analizados en esta instancia.
Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis 2a./J. 14/2016 (10a.) emitida por esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación cuyos rubro y texto se transcriben a continuación:

Registro: 2,010,983 

Época: Décima Época 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 27, Febrero de 2016, Tomo: I 

Materia(s): Común 

Tesis: 2a./J. 14/2016 (10a.) 

Página: 717 

“RECURSO DE INCONFORMIDAD. SON INEFICACES LOS AGRAVIOS QUE COMBATEN LAS CONSIDERACIONES DE LA RESOLUCIÓN DICTADA EN CUMPLIMIENTO QUE NO FUERON OBJETO DE ANÁLISIS EN EL AMPARO. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 60/2014 (10a.) (*), sostuvo que al no existir, además del recurso de inconformidad, otro medio de defensa para garantizar la efectividad de la sentencia protectora o corregir los posibles excesos o defectos en su observancia, corresponde al juzgador vigilar, a través de ese medio de impugnación, la satisfacción de los deberes impuestos a las autoridades responsables, dejando a salvo del estudio únicamente las consecuencias derivadas del propio cumplimiento. En ese sentido, la materia de análisis en el recurso de inconformidad debe atender a los alcances fijados por la acción constitucional, así como al límite señalado en la ejecutoria en que se otorgó el amparo, sin excesos ni defectos, y no a la legalidad de la resolución emitida por la autoridad responsable en aspectos novedosos que no fueron analizados por el juzgador de amparo, pues si bien es cierto que el artículo 196 de la Ley de Amparo establece que el órgano jurisdiccional puede analizar el exceso en que incurra la responsable al dictar la resolución en cumplimiento, también lo es que ello lo obliga a estudiar si las consecuencias generadas con motivo del cumplimiento pueden ser objeto de estudio en el recurso de inconformidad, para lo cual, deben tomarse en cuenta los lineamientos precisados en la concesión del amparo. Por tanto, no puede analizarse el cumplimiento de la autoridad responsable sobre cuestiones respecto de las cuales no estaba vinculada; de ahí que los agravios formulados para impugnar dichos argumentos resulten ineficaces”.
En consecuencia, al resultar ineficaces los agravios hechos valer, es de concluirse que resulta infundada la presente inconformidad. 

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. Es procedente pero infundado el recurso de inconformidad.

SEGUNDO. Se confirma la resolución recurrida.

Notifíquese; con testimonio de esta resolución, vuelvan los autos a su lugar de origen y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.
Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Presidente Eduardo Medina Mora I. (ponente).

Firman el Ministro Presidente de la Segunda Sala y Ponente, con el Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe.

PRESIDENTE DE LA SEGUNDA SALA Y PONENTE

MINISTRO EDUARDO MEDINA MORA I.

SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA SEGUNDA SALA

LIC. MARIO EDUARDO PLATA ÁLVAREZ

En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción XXI, 8°, 23, 24, fracción VI, 113 y 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, publicada en el Diario Oficial de la Federación, el cuatro de mayo de dos mil quince, vigente a partir del día siguiente, se publica esta versión pública en la cual se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
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